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ACTA Nº 23-13
Sesión celebrada el 01 de julio de 2013
Acta de la sesión ordinaria numero veintitrés de la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, celebrada en sus oficinas centrales, ubicadas en la Ciudad de San José, Costa Rica, a las dieciocho horas con trece minutos del primero de julio del dos mil trece.  
Miembros presentes: Dr. Gary Amador Badilla, Presidente; Dra. Ligia Roxana Sánchez Boza, Vicepresidenta; Licda. Rosibel Jara Velásquez, Secretaria, M.Sc. Edgar Castrillo Brenes, Vocal II; MSc. Shirley González Quirós, Vocal III; Licda. Ana Gabriela Badilla Zeledón, Vocal V; Licda. Cindy Vanessa Solórzano Núñez, Fiscal. 
Miembros ausentes con justificación: Lic. Eduardo Rojas Sánchez, Prosecretario, M.Sc. Jorge Eduardo Villegas Rojas, Tesorero; Lic. Francisco Rodríguez Araya, Vocal I, Lic. John Jorge Tapia Salazar, Vocal IV.
Funcionarios Asistentes: Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, Sra. Annia Picado Mesén. Secretaria de Actas.
ARTICULO 1) COMPROBACIÓN DE QUÓRUM E INICIO DE SESIÓN. 
El Dr. Gary Amador Badilla, Presidente, comprobado el quórum de ley da inicio a la sesión ordinaria Nº 23-13, del 01 de julio de 2013.
ARTICULO 2) LECTURA Y APROBACIÓN DE LA AGENDA DE PRESIDENCIA. 
El Dr. Gary Amador Badilla, somete a consideración de los señores Directores y Directoras la agenda de Presidencia, 1.-Comprobación de quórum e inicio de sesión,  2.-Aprobación de Agenda Presidencia, 3.- Lectura y Aprobación del acta 22-2013, del 24 de junio de 2013;      4.- Correspondencia, 5.- Informe de Presidencia, 6.-Informe de Directores y Directoras, 7.-Informe de la Dirección Ejecutiva; 8.- Informe de la Comisión de Aranceles. 9- Audiencia al Magistrado Rolando Vega Robert. 
SE ACUERDA 2013-23-001 Aprobar la agenda de Presidencia, presentada por el          Dr. Gary Amador Badilla. Seis votos. 
ARTICULO 3) LECTURA Y APROBACION DEL ACTA No. 22-13, DEL 24 DE JUNIO DEL 2013.
Revisada el acta 22-13 del 24 de junio del 2013 por los señores Directores y Directoras y realizadas las observaciones pertinentes, proceden a aprobarla. 
SE ACUERDA 2013-23-002 Aprobar el acta 22-13, celebrada el 24 de junio del 2013. Seis  votos. 
LOS DOCUMENTOS FORMAN PARTE DE LOS ATESTADOS DEL ACTA. 
ARTICULO 4)  CORRESPONDENCIA.

1. El M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones, presenta las siguientes notas:
a) Oficio DAI-200-2013 donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria de la Licda. Tatiana Paola Abarca Álvarez, graduada en la Universidad de Costa Rica. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2013-23-003 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Tatiana Paola Abarca Álvarez, graduada en la Universidad de Costa Rica. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Seis votos. Responsable: Presidencia. Interesada. Dirección Académica y de Incorporaciones. 

b) Oficio DAI-201-2013 donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria del Lic. Diego Armando Araya Morales, graduado en la Universidad Hispanoamericana. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2013-23-004 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Diego Armando Araya Morales, graduado en la Universidad Hispanoamericana. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Seis votos. Responsable: Presidencia. Interesado. Dirección Académica y de Incorporaciones. 

c) Oficio DAI-202-2013 donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria del Lic. Alexander Miranda Espinoza, graduado en la Universidad Hispanoamericana. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2013-23-005 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Alexander Miranda Espinoza, graduado en la Universidad Hispanoamericana. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Seis votos. Responsable: Presidencia. Interesado. Dirección Académica y de Incorporaciones. 

d) Oficio DAI-203-2013 donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria del Lic. Kenneth Mauricio Muñoz Rojas, graduado en la Universidad Hispanoamericana. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2013-23-006 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Kenneth Mauricio Muñoz Rojas, graduado en la Universidad Hispanoamericana. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Seis votos. Responsable: Presidencia. Interesado. Dirección Académica y de Incorporaciones. 

e) Oficio DAI-204-2013 donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria del Lic. Víctor Obando Rivera, graduado en la Universidad Federada. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2013-23-007 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Víctor Obando Rivera, graduado en la Universidad Federada. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Seis votos. Responsable: Presidencia. Interesado. Dirección Académica y de Incorporaciones. 

f) Oficio DAI-205-2013 donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria del Licda. Cristina María Porras Rojas, graduada en la Universidad Hispanoamericana. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2013-23-008 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Cristina María Porras Rojas, graduada en la Universidad Hispanoamericana. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Seis votos. Responsable: Presidencia. Interesada. Dirección Académica y de Incorporaciones. 

g) Oficio DAI-206-2013 donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria de la Licda. Ana Laura Vásquez Alfaro, graduada en la Universidad Escuela Libre de Derecho. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2013-23-009 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Ana Laura Vásquez Alfaro, graduada en la Universidad Escuela Libre de Derecho. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Seis votos. Responsable: Presidencia. Interesada. Dirección Académica y de Incorporaciones. 

h) Oficio DAI-207-2013 donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria de la Licda. Sendy Nabil Azofeifa Soto, graduada en la Universidad de Costa Rica. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2013-23-010 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Sendy Nabil Azofeifa Soto, graduada en la Universidad de Costa Rica. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Seis votos. Responsable: Presidencia. Interesada. Dirección Académica y de Incorporaciones. 

i) Oficio DAI-208-2013 donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria de la Licda. Nayarit Bastos Calderón, graduada en la Universidad Fidélitas. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2013-23-011 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Nayarit Bastos Calderón, graduada en la Universidad Fidélitas. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Seis votos. Responsable: Presidencia. Interesada. Dirección Académica y de Incorporaciones. 

j) Oficio DAI-209-2013 donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria del Lic. José Alexis Ruiz Santamaría, graduado en la Universidad Cristiana del Sur. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2013-23-012 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. José Alexis Ruiz Santamaría, graduado en la Universidad Cristiana del Sur. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Seis votos. Responsable: Presidencia. Interesado. Dirección Académica y de Incorporaciones. 

j) Oficio DAI-210-2013 donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria del Lic. Adrián Torres Porter, graduado en la Universidad Hispanoamericana. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2013-23-013 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Adrián Torres Porter, graduado en la Universidad Hispanoamericana. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Seis votos. Responsable: Presidencia. Interesado. Dirección Académica y de Incorporaciones. 
k) Oficio DAI-211-2013 donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria del Lic. Esteban Ureña Umaña, graduado en la Universidad Federada. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2013-23-014 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Esteban Ureña Umaña, graduado en la Universidad Federada. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Seis votos. Responsable: Presidencia. Interesado. Dirección Académica y de Incorporaciones. 
l) Oficio DAI-216-2013 donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria del Lic. Paúl Jonatan Hernández Araya, graduado en la Universidad Federada. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2013-23-015 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Paúl Jonatan Hernández Araya, graduado en la Universidad Federada. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Seis votos. Responsable: Presidencia. Interesado. Dirección Académica y de Incorporaciones. 
m) Oficio DAI-217-2013 donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria de la Licda. Grace Cordero Solórzano, graduada en la Universidad Federada. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2013-23-016 Aprobar la incorporación extraordinaria de la  Licda. Grace Cordero Solórzano, graduada en la Universidad Federada. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Seis votos. Responsable: Presidencia. Interesado. Dirección Académica y de Incorporaciones. 
ñ) Oficio DAI-215-2013 donde presenta las solicitudes de los (las) Licenciados (as) en Derecho que no cumplen con los requisitos para realizar el proceso de  incorporación, esto por cuanto en el estudio realizado se detectan materias faltantes, por lo que se recomienda deben realizar un plan remedial para cumplir a cabalidad. 1. Marco Arturo Gómez Araya:  Materias de la Universidad donde se cursó el Bachillerato, las cuales no se reflejan en el Bachillerato de la Universidad donde se graduó: Derecho Procesal  Civil I. -Derecho Internacional Público.- Derecho Contractual Privado II. -Derecho Procesal Civil II. -Derecho Laboral I. -Derecho Laboral II. -Derecho Internacional Privado. -Derecho Procesal Penal I.  2. Edras Alonso Gómez Molina: Materias de la Universidad donde se cursó el Bachillerato, las cuales no se reflejan en el Bachillerato de la Universidad donde se graduó:  Derecho Procesal  Civil I. -Derecho Internacional Público. -Derecho Contractual Privado II. -Derecho Procesal Civil II. -Derecho Laboral I. -Derecho Laboral II. -Derecho Internacional Privado. - Derecho Procesal Penal I 3. Pedro Gerardo Mejía Romero: Materias de la Universidad donde se cursó el Bachillerato, las cuales no se reflejan en el Bachillerato de la Universidad donde se graduó: Derecho Procesal  Civil I. -Derecho Internacional Público. -Derecho Contractual Privado II. -Derecho Procesal Civil II. -Derecho Laboral I. -Derecho Laboral II. -Derecho Internacional Privado. -Derecho Procesal Penal I.
SE ACUERDA 2013-23-017 Tomando en cuenta la nota DAI-215-2013,  suscrita por el M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, se acuerda que el Departamento Académico y de Incorporaciones, prevenga a: Marco Arturo Gómez Araya, Edras Alonso Gómez Molina, Pedro Gerardo Mejía Romero a que realicen un plan remedial para cumplir a cabalidad con las materias faltantes, según el estudio realizado por dicho Departamento. Seis votos. Responsable: Dirección Académica y de Incorporaciones. Interesados.
2. Nota TEU-688-13, suscrita por la Sra. Carmen Cubero Venegas, Presidenta Tribunal Electoral Universitario mediante la cual indica que en atención al oficio JD-04-201-13, y con el fin de proceder a incorporar en el padrón electoral a las personas designadas como representantes del Colegio de Abogados en la Asamblea Plebiscitaria de la Universidad de Costa Rica, nos permitimos realizar la siguiente aclaración. Según el artículo 12, inciso g) del Estatuto Orgánico de la Universidad de Costa Rica, cada Colegio Profesional tiene derecho a nombrar dos personas como representantes. Lo anterior implica que ambas son miembros de plenos derechos, es decir, no sabe la designación de miembro titular y miembro suplente.
Ante esta situación solicitan ratificar el nombramiento del señor M.Sc. Jorge Eduardo Villegas Rojas y la Licda. Cindy Vanessa Solórzano Núñez, como representantes del Colegio con el mismo derecho de participación.

SE ACUERDA 2013-23-018 En atención a la nota TEU-688-13, suscrita por la Sra. Carmen Cubero Venegas, Presidenta Tribunal Electoral Universitario, se comunica que el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, ratifica el nombramiento del MSc. Jorge Eduardo Villegas Rojas y la Licda. Cindy Vanessa Solórzano Núñez, con el mismo derecho de participación, como representantes del Colegio de Abogados ante la Asamblea Plebiscitaria la Universidad de Costa Rica. El anterior nombramiento será por el periodo de un año. Seis votos. Responsable: Secretaría-comunicar.
ARTICULO 5)  INFORME DE PRESIDENCIA.  

5.1 El Dr. Gary Amador Badilla, somete consideración la propuesta de Convenio de Cooperación Interinstitucional entre el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica y la Fundación CEJIL Mesoamerica. Destaca que el CEJIL es una organización no gubernamental regional que defiende los derechos humanos en las Américas y el Caribe.  Que existe la necesidad de tecnificar, capacitar y profesionalizar cada vez a los agremiados, el CEJIL y el COLEGIO pueden colaborar en dicha gestión por medio de la capacitación académica de calidad a través de la excelencia en el servicio, el trabajo en equipo, la innovación, la pro-actividad, el compromiso y el uso de herramientas prácticas y eficientes.

SE ACUERDA 2013-23-019 Autorizar al señor Presidente a la firma del Convenio de Cooperación Interinstitucional entre el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica y la Fundación CEJIL  Mesoamerica. Lo anterior con la finalidad de tal y como indica el Convenio: “Que el CEJIL y EL COLEGIO se prestarán colaboración mutua para impartir las capacitaciones y charlas que estimen oportunas a fin de proteger, desarrollar y dar a conocer los derechos humanos y el sistema interamericano de protección”. “EL CEJIL Y EL COLEGIO se prestarán colaboración para la investigación y desarrollo de temas de interés mutuo en el campo de los derechos humanos”. Seis votos. Responsable: Presidencia. Departamento Legal. Comisión de Derechos Humanos. 
ARTICULO 6)  INFORME DE DIRECTORES Y DIRECTORAS. 
6.1 La Dra. Roxana Sánchez Boza, informa que los estudiantes de la Facultad de Derecho de la UCR, externaron su anuencia a participar en el proyecto donde el Colegio se hará presente en la tradicional Romería a Cartago, con la cual se recogerá la basura y se reciclará.  
Al respecto se toma nota.
6.1.2 La Dra. Roxana Sánchez Boza, señala que el Colegio de Abogados tiene un convenio con la Corte Suprema de Justicia, donde los abogados y abogadas, tienen casi un matiz de fe pública. En el sentido de que no exista posibilidad de indicar que no fueron recibidos los correos. Pero según indica, le enviaron una prevención que no fue recibida en el correo del Colegio. Al respecto llevó a cabo investigación con el Encargado de Informática del Colegio y le comunicó que uno de los aspectos más importantes del convenio es que debió existir un reporte por parte del Colegio de que el mismo no fue notificado. Realizado estudio en el correo se determinó que no existe la notificación. 
Al respecto se llevará a cabo una reunión con las partes involucradas. 
6.2 La Licda. Cindy Vanessa Solórzano Núñez, informa que no remitieron casos de Fiscalía para conocer en la presente sesión, por cuanto los funcionarios de dicho Departamento, estuvieron trabajando y participaron en el Encuentro de Colegios Profesionales a nivel de Fiscalías promovido por el Colegio, donde se trataron temas como el procedimiento disciplinario y otras funciones propias de las Fiscalías. Añade que la actividad fue exitosa y los participantes externaron su complacencia con el evento.
El Dr. Gary Amador Badilla, felicita a la señora Fiscal, por el esfuerzo realizado para la realización del evento.
ARTICULO 7)  INFORME DE DIRECCIÓN EJECUTIVA.
7.1 El Lic.  José Luis Meneses Rímola, presenta la nota DSR-25-06-2013, del Lic. Juan Carlos Campos Sanabria, Director de Sedes Regionales y RSC, mediante la cual indica que debido a la cantidad de timbres que vende la Sede de Limón, y el plazo que usualmente se toma en poder realizar un reintegro de los mismos, solicita aumentar  de 250 a 750 los timbres de la Sede de Limón, con base en lo siguiente: “La Sede de Limón tiene actualmente aprobada la compra de 600 timbres de 250 colones, y en la actualidad esta cantidad se vende aproximadamente en un mes, razón por la cual el reintegro de los timbres prácticamente debería hacerse cada 15 días y se tendría menos de 15  días para proceder con el reintegro a efectos de que no se quede sin timbre.  Considero que el plazo de quince días en un plazo muy corto si toma en consideración  el tiempo que duran las encomiendas y que en algunas ocasiones se debe devolver el reintegro o este no se puede hacer por errores de la secretaria de la Sede, lo que obliga a devolverle el reintegro para que lo haga bien.  Con el fin de evitar los errores más comunes se dio  una directriz y se ha tratado de hacer conciencia en la Secretarias de Sedes Regionales que deben mandarlo bien y además ahora es  obligatorio llevar al día una hoja electrónica con  un registro de ventas de timbres y además el auditor interno esta trabajando en la elaboración de una hoja electrónica mas elaborada que la que tenemos actualmente.  Pese a lo anterior, considero que además de las medidas que se tomen, es necesario que se aumente la cantidad de timbres que puede tener la Sede Limón y que estos pasen de 600 a 750, y que el reintegro se haga con 300 timbres y no con el 50%”.

SE ACUERDA 2013-23-020 Con base en la justificación del Director de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa, realizada mediante nota DSR-25-06-2013, se autoriza aumentar el inventario de timbres de la Sede Regional de Limón de 600 a 750 unidades. Lo anterior debido a la demanda que dicho servicio tiene en la zona. Seis votos. Responsable: Secretaría. Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa.
7.2 El Lic.  José Luis Meneses Rímola, presenta nota DSR-12-06-2013, del Lic. Juan Carlos Campos Sanabria, Director de Sedes Regionales y RSC, mediante la cual solicita aumento de la Caja Chica de la  Sedes de Pérez Zeledón, oficina del Registro Nacional y la  Sede de Turrialba: 
a) La caja chica de Pérez Zeledón, tomando en cuenta los gastos en que se incurren por sus áreas deportivas, Curso de Educación Jurídica Continúa, solicita aumentar el monto de ¢50.000.00 a ¢100.000.00.

b) La caja Chica de la oficina del Registro no tiene mucho uso, sin embargo, para hacer el reintegro del dinero no se puede hacer por depósito, además la suma actual es de ¢10.000 la cual resulta muy baja cuando el Colegio necesita adquirir algún servicio del Registro como certificaciones.  Por lo anterior, considero que un aumento a ¢15.000 colones, es adecuado con relación a los aumentos de los servicios en el Registro. 
c) Solicitud de aumento de la caja chica de la Sede de Turrialba, se requiere con motivo de los gastos por cursos que se realizan en la Sede. Además al ser un edificio amplio amerita limpieza de oficinas y de jardín. Se solicita aumentar el monto de la caja chica  de ¢25.000.00 a ¢50.000.00

SE ACUERDA 2013-23-021 Conforme al artículo 4 del Manual de Caja Chica, se autoriza el incremento de la caja chica de la Sedes:  a) Sedes de Pérez Zeledón de ¢50.000.00 a ¢100.000.00, debido a que el monto actual que se maneja es insuficiente para cubrir las necesidades de la Sede. b) La caja chica de la oficina del Colegio ubicada en el Registro Nacional para que pase de ¢10.000.00 a ¢15.000.00, tomando en cuenta  que el monto actual es muy bajo y se requiere con relación a los aumentos de los servicios del Registro. c) Caja chica de la Sede de Turrialba para que pase de ¢25.000.00 a ¢50.000.00. Lo anterior debido a que el monto actual que se maneja es insuficiente para cubrir las necesidades de la Sede. Seis votos. Responsable: Dirección de Finanzas y Presupuesto. Dirección de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa.

7.3 El Lic.  José Luis Meneses Rímola, informa que la Fundación Neotrópica contactó al  Centro RAC, debido a que cuentan con un proyecto denominado “Actualización del Plan de Manejo del  Refugio de Vida Silvestre Mixto Maquenque” y tienen interés en que el Centro RAC brinde una asesoría para la revisión de una matriz de conflictos en materia de RAC que elaborará la Fundación. Posteriormente someterán al RAC  la revisión de la  estrategia de resolución de conflictos y la revisión del Plan de Manejo. Dado lo anterior, solicita autorización para la firma de un convenio al respecto. 
SE ACUERDA 2013-23-022 Autorizar al señor Presidente a la firma de un contrato con la Fundación Neotrópica, para que el Centro RAC les realice una asesoría para la revisión de una matriz de conflictos en materia de RAC, la revisión de la estrategia de resolución de conflictos y la revisión del Plan de Manejo. Seis votos. Responsable: Presidencia. Centro RAC. Departamento Legal. 
7.4 El Lic.  José Luis Meneses Rímola, señala que la Junta Administradora en el año 2011, aprobó llevar a cabo un procedimiento para la revisión del sistema eléctrico del Edificio de Fundadores. En ese momento se realizó, pero se presentó el inconveniente que no existen planos eléctricos del edificio. Por lo que en vista de que el consumo de energía eléctrica de dicho edificio ha ido creciendo, se presentan inconvenientes, por lo que solicita autorización para que se lleve a cabo una contratación para hacer el levantamiento de los planos eléctricos así como una recomendación y presupuesto de las mejoras que deban realizarse del Edificio Académico. Por otra parte señala, que también se presentan problemas eléctricos  en el Edificio Académico. 
SE ACUERDA 2013-23-023 a) Que el Departamento de Proveeduría, lleve a cabo el proceso de contratación correspondiente para el levantamiento de los planos eléctricos, así como una recomendación y presupuesto de las mejoras que deban realizarse del Edifico de Fundadores del Colegio y el costo respectivo de las mismas. b) Llevar a cabo el proceso de contratación correspondiente para realizar una revisión del sistema eléctrico del Edificio Académico. Seis votos. Responsable: Departamento de Proveeduría. 
7.5 El Lic.  José Luis Meneses Rímola, con respecto a la remodelación que se llevó a cabo en la cancha sintética de futbol 5, solicita autorización para ampliar la contratación en aproximadamente ¢500.000.00. Lo anterior con la finalidad de sustituir los cables y un metro de lineal para toda la malla lateral. Cabe destacar que el artículo 200 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, permite ampliar hasta en 50% la contratación inicial, bajo las mismas condiciones.
SE ACUERDA 2013-23-024 Tomando en cuenta la explicación de la Dirección Ejecutiva, ampliar la Contratación Directa 2013CD-000038-CAB, denominada “Insumos para cancha de futbol”, para sustituir los cables y un metro de lineal para toda la malla lateral. Lo anterior con base en el artículo 200 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. Seis votos. Responsable: Departamento de Proveeduría. 
Al ser las dieciocho horas con cincuenta y ocho minutos ingresa la Licda. Rosibel Jara Velásquez.
ARTICULO 8)  INFORME DE LA COMSION DE ARANCELES.
8.1 Consulta planteada por la doctora M.C.R. contra el Lic. Carlos Manuel Estrada Navas. Expediente número 019-2013. Resultando: I.- Que la doctora C.R. solicita que se le determinen los honorarios a que tiene derecho el licenciado Estrada Navas, por la dirección de un proceso ordinario civil que le atendió en el Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Cartago, pues estima que la liquidación que le hizo es excesiva. II.- Que se le confirió audiencia al consultado y éste manifestó que de acuerdo con la estimación inicial de la demanda por la suma de doscientos cincuenta millones de colones, se proyectaron sus honorarios por la primera etapa del proceso, en una cantidad de nueve millones ochocientos treinta y tres mil trescientos treinta y tres colones y que, en definitiva, al sobrevenir un acuerdo conciliatorio, fijó sus honorarios en la suma de diez millones de colones por la totalidad de sus labores- Considerando: I.- Que se tienen por demostrados los siguientes hechos: A.- Que en el Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Cartago, se formuló una demanda ordinaria estimada en doscientos cincuenta millones de colones contra la consultante, a quien la parte actora le atribuyó errores en un tratamiento médico que le provocaron serios problemas de salud.  B.- Que la doctora C. contrató los servicios del consultante, quien le prestó las siguientes labores: Oponer excepciones previas de litis consorcio necesario pasivo, caducidad, incidente de objeción a la cuantía y contestación a la demanda. C.-  Que las excepciones previas fueron desestimadas por el Juzgado pero el incidente de objeción a la cuantía fue declarado con lugar y, en definitiva, el Tribunal Civil de Cartago fijó esa cuantía en la suma de cien millones de colones. D.- Que luego de eso se celebró la respectiva audiencia de conciliación del artículo 314 del Código Procesal Civil y ante su fracaso, el Juzgado abrió a pruebas el proceso. En la primera audiencia probatoria, en la que estuvo presente el licenciado Estrada, surgió la posibilidad de una conciliación. Entonces se suspendió la prueba y para concretar la conciliación, todos estuvieron de acuerdo a comparecer en la fecha señalada por el Juzgado para la segunda audiencia probatoria. E- Que efectivamente las partes y sus abogados comparecieron a esta segunda audiencia y allí se concertó un acuerdo de conciliación en virtud del cual la demandada le pagaría a la actora la suma de veinticinco millones de  colones como indemnización y ambas partes correrían con sus propias costas. (Respecto a todos los anteriores hechos, véase las copias presentadas por la consultante, las cuales fueron admitidas por el consultado).  II.- Que siempre que se presenta una demanda ordinaria, su cuantía es la que fija como primer parámetro los honorarios de los profesionales que atienden a cada una de las partes. En este caso, si la demanda fue estimada en la suma de doscientos cincuenta millones de colones, esos honorarios, por todo el proceso, correspondían, en línea de principio, según el arancel vigente al momento de presentarse la demanda, a la cantidad total de veintinueve millones quinientos mil colones. De tal manera que la estimación inicial que por la primera parte del proceso hizo el licenciado Estrada, esto es la suma de nueve millones ochocientos treinta y tres mil trescientos treinta y tres millones de colones, estaba correcta. Sin embargo, como la cuantía fue fijada posteriormente por el Tribunal Civil de Cartago en cien millones de colones, tenemos que esos honorarios totales hay que reajustarlos a la cantidad de catorce millones quinientos mil colones y, por consiguiente, los emolumentos de la primera etapa deben disminuirse al monto de cuatro millones ochocientos treinta y tres mil trescientos treinta y tres colones, cantidad esta que el licenciado Estrada tiene derecho a percibir por esa primera etapa. Ahora bien, con relación a la etapa posterior, el artículo 19 inciso e del Arancel, establece que en caso de conciliación, se pagarán de acuerdo con la etapa del proceso en que esa conciliación se dé. Siendo así, el licenciado Estrada tiene derecho al monto adicional de cuatro millones ochocientos treinta y tres mil trescientos treinta y tres colones, razón por la cual sus honorarios totales ascienden a la suma de nueve millones seiscientos sesenta y seis mil seiscientos sesenta y colones. Por tanto: Se evacua la consulta de la doctora M.C. R., en el sentido de que el licenciado Carlos Manuel Estrada Navas tiene derecho a honorarios por el monto total de nueve millones seiscientos sesenta y seis mil seiscientos sesenta y colones.
SE ACUERDA 2013-23-025 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta de honorarios presentada por la  Dra. M. C. R. contra el Lic. Carlos Manuel Estrada Navas. Expediente número 019-2013.  Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: Considerando: I.- Que se tienen por demostrados los siguientes hechos: A.- Que en el Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Cartago, se formuló una demanda ordinaria estimada en doscientos cincuenta millones de colones contra la consultante, a quien la parte actora le atribuyó errores en un tratamiento médico que le provocaron serios problemas de salud.  B.- Que la doctora M.C.R. contrató los servicios del consultante, quien le prestó las siguientes labores: Oponer excepciones previas de litis consorcio necesario pasivo, caducidad, incidente de objeción a la cuantía y contestación a la demanda. C.-  Que las excepciones previas fueron desestimadas por el Juzgado pero el incidente de objeción a la cuantía fue declarado con lugar y, en definitiva, el Tribunal Civil de Cartago fijó esa cuantía en la suma de cien millones de colones. D.- Que luego de eso se celebró la respectiva audiencia de conciliación del artículo 314 del Código Procesal Civil y ante su fracaso, el Juzgado abrió a pruebas el proceso. En la primera audiencia probatoria, en la que estuvo presente el licenciado Estrada, surgió la posibilidad de una conciliación. Entonces se suspendió la prueba y para concretar la conciliación, todos estuvieron de acuerdo a comparecer en la fecha señalada por el Juzgado para la segunda audiencia probatoria. E- Que efectivamente las partes y sus abogados comparecieron a esta segunda audiencia y allí se concertó un acuerdo de conciliación en virtud del cual la demandada le pagaría a la actora la suma de veinticinco millones de  colones como indemnización y ambas partes correrían con sus propias costas. (Respecto a todos los anteriores hechos, véase las copias presentadas por la consultante, las cuales fueron admitidas por el consultado).  II.- Que siempre que se presenta una demanda ordinaria, su cuantía es la que fija como primer parámetro los honorarios de los profesionales que atienden a cada una de las partes. En este caso, si la demanda fue estimada en la suma de doscientos cincuenta millones de colones, esos honorarios, por todo el proceso, correspondían, en línea de principio, según el arancel vigente al momento de presentarse la demanda, a la cantidad total de veintinueve millones quinientos mil colones. De tal manera que la estimación inicial que por la primera parte del proceso hizo el licenciado Estrada, esto es la suma de nueve millones ochocientos treinta y tres mil trescientos treinta y tres millones de colones, estaba correcta. Sin embargo, como la cuantía fue fijada posteriormente por el Tribunal Civil de Cartago en cien millones de colones, tenemos que esos honorarios totales hay que reajustarlos a la cantidad de catorce millones quinientos mil colones y, por consiguiente, los emolumentos de la primera etapa deben disminuirse al monto de cuatro millones ochocientos treinta y tres mil trescientos treinta y tres colones, cantidad esta que el licenciado Estrada tiene derecho a percibir por esa primera etapa. Ahora bien, con relación a la etapa posterior, el artículo 19 inciso e del Arancel, establece que en caso de conciliación, se pagarán de acuerdo con la etapa del proceso en que esa conciliación se dé. Siendo así, el licenciado Estrada tiene derecho al monto adicional de cuatro millones ochocientos treinta y tres mil trescientos treinta y tres colones, razón por la cual sus honorarios totales ascienden a la suma de nueve millones seiscientos sesenta y seis mil seiscientos sesenta y colones. Por tanto: Se evacua la consulta de la doctora M. C. R., en el sentido de que el licenciado Carlos Manuel Estrada Navas tiene derecho a honorarios por el monto total de nueve millones seiscientos sesenta y seis mil seiscientos sesenta y colones. Seis votos. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
8.2.- Consulta planteada por la señora Marta Díaz Cubillo contra el Lic. Enrique Sandoval Núñez  Expediente número 013-2013. Redacta: Lic. Juan Luis León Blanco ASUNTO Honorarios de Acción Civil Resarcitoria y Querella: I. La consulta se realiza por parte de la señora Díaz Cubillo el 17 de Enero del 2013 indicando que el Licenciado Enrique Sandoval Núñez le cobró un millón de colones en Agosto del 2012 para prepararle una Acción Civil y una querella para patrocinarla en un Proceso Penal en los Tribunales de Nicoya. Del monto total se le entregó un adelanto al Licenciado Sandoval de 300.000 colones II. Que el 21 de Enero del 2013 la señora Díaz se presentó ante la Fiscalía del segundo Circuito Judicial de Guanacaste a revocar el mandato otorgado al Licenciado Sandoval. III. Que el 11 de Febrero del 2013 La comisión de Aranceles le confiere audiencia al denunciado para que se refiera a la queja interpuesta en su contra. IV Que el 18 de Febrero del 2013 el Licenciado contesta negativamente la audiencia y demuestra que en fecha 18 de Enero del 2013 presento formalmente en su condición de apoderado de la quejosa tanto la Acción Civil Resarcitoria así como la Querella para el caso que fue contratado. Adicionalmente en tal sentido solicita un ajuste en su pago de honorarios por la suma de 300.000 colones más de los que ya le fueron entregados. V. Que el 25 de Febrero la señora Díaz Cubillo amplía la denuncia solicitando que lo que corresponde a honorarios es simplemente la aceptación del poder y la revisión del expediente. VI. Que pese a existir atrasos en la presentación de las diligencias judiciales si cumplió para lo que fue contratado, limitándose el Licenciado Sandoval Núñez a la presentación de la Acción Civil Resarcitoria y de la Querella por el delito de Daños. VII. Que por la Acción Civil Resarcitoria y la Querella las partes pactaron el pago de un millón de colones. POR TANTO: Considera esta Comisión que al tenor de lo dispuesto en el artículo 42, inciso a)  y 43 inciso a)  del Arancel de Honorarios vigente y tomando en cuenta  que por este concepto las partes acordaron un millón de colones por la acción Civil Resarcitoria y la Querella, lo que corresponde es CIENTO SESENTA Y SEIS MIL SEISCIENTOS SESENTA Y COLONES por concepto de honorarios de la Acción Civil y DOSCIENTOS CINCUENTA MIL COLONES por concepto de honorarios en la presentación de la Querella.  En tal sentido el total de honorarios es la suma de cuatrocientos dieciséis mil seiscientos sesenta y seis colones.
SE ACUERDA 2013-23-026 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta de honorarios presentada por la Sra. Marta Díaz Cubillo contra el Lic. Enrique Sandoval Núñez.  Expediente número 013-2013.  Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: I. La consulta se realiza por parte de la señora Díaz Cubillo el 17 de Enero del 2013 indicando que el Licenciado Enrique Sandoval Núñez le cobró un millón de colones en Agosto del 2012 para prepararle una Acción Civil y una querella para patrocinarla en un Proceso Penal en los Tribunales de Nicoya. Del monto total se le entregó un adelanto al Licenciado Sandoval de 300.000 colones II. Que el 21 de Enero del 2013 la señora Díaz se presentó ante la Fiscalía del segundo Circuito Judicial de Guanacaste a revocar el mandato otorgado al Licenciado Sandoval. III. Que el 11 de Febrero del 2013 La comisión de Aranceles le confiere audiencia al denunciado para que se refiera a la queja interpuesta en su contra. IV Que el 18 de Febrero del 2013 el Licenciado contesta negativamente la audiencia y demuestra que en fecha 18 de Enero del 2013 presento formalmente en su condición de apoderado de la quejosa tanto la Acción Civil Resarcitoria así como la Querella para el caso que fue contratado. Adicionalmente en tal sentido solicita un ajuste en su pago de honorarios por la suma de 300.000 colones más de los que ya le fueron entregados. V. Que el 25 de Febrero la señora Díaz Cubillo amplía la denuncia solicitando que lo que corresponde a honorarios es simplemente la aceptación del poder y la revisión del expediente. VI. Que pese a existir atrasos en la presentación de las diligencias judiciales si cumplió para lo que fue contratado, limitándose el Licenciado Sandoval Núñez a la presentación de la Acción Civil Resarcitoria y de la Querella por el delito de Daños. VII. Que por la Acción Civil Resarcitoria y la Querella las partes pactaron el pago de un millón de colones. POR TANTO: Considera esta Comisión que al tenor de lo dispuesto en el artículo 42, inciso a)  y 43 inciso a)  del Arancel de Honorarios vigente y tomando en cuenta  que por este concepto las partes acordaron un millón de colones por la acción Civil Resarcitoria y la Querella, lo que corresponde es CIENTO SESENTA Y SEIS MIL SEISCIENTOS SESENTA Y COLONES por concepto de honorarios de la Acción Civil y DOSCIENTOS CINCUENTA MIL COLONES por concepto de honorarios en la presentación de la Querella.  En tal sentido el total de honorarios es la suma de cuatrocientos dieciséis mil seiscientos sesenta y seis colones. Seis votos. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
8.3.- Consulta planteada por la señora Raquel Ramírez Orozco contra la Licda. Xiomara Rebeca Campos Acuña, Expediente número 31-2012. Se conoce Recurso de Revocatoria. Resultando: I.- Que por recomendación de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, la Junta Directiva del Colegio de Abogados en su Sesión Ordinaria número 21-2012, celebrada el día 18 de junio del año 2012 acordó en síntesis y en lo que interesa lo siguiente: “…en virtud de que la acción civil y la querella fueron rechazadas, no procede pago de honorarios, el proceso sucesorio será por ¢295.475.00 y la cesión de derechos por ¢49.245.82. Siendo entonces la suma total a pagar por concepto de honorarios: ¢ 344.720.82…” II.- Que sobre el anterior pronunciamiento, la Licenciada Xiomara Rebeca Campos Acuña, presentó formal recurso de revocatoria, considerando que no está de acuerdo en que no se le reconozcan honorarios por la Acción Civil Resarcitoria, ni por la querella, esto en virtud de de los estipulado en el artículo 3 del Arancel de honorarios, decreto número 32493-J. Así mismo indica que no es cierto que se realizara solo una escritura de cesión de derechos, pues se hizo una primero a solicitud de las partes de todos los hermanos, excepto del señor Roberto Antonio Ramírez Robles, quién estaba en Estados Unidos y éste una vez que vino a Costa Rica se realizó la segunda cesión de derechos. De igual manera, con respecto a la escritura final de protocolización de piezas y que en su oportunidad no se presentó copia, la aporta en el acto de presentar el Recurso de Revocatoria, con la finalidad de que exista pronunciamiento al respecto. Finalmente refiere que no se le están reconociendo las horas profesionales, ya que debía ir a la casa de la señora a reunirse con ella, pues se encontraba enferma y se apersonaba a su casa a efectos de informarle como iban los procesos respectivos. Considerando: I.- Efectivamente, revisado con detenimiento el Recurso de Revocatoria planteado por la Licda. Campos Acuña, consideramos que el mismo debe ser declarado parcialmente con lugar con respecto a lo que expresamente se indicará y que tiene relación directa con los honorarios referidos a la acción civil resarcitoria y de la querella. II.-Efectivamente consideramos que con independencia del resultado de la acción civil resarcitoria y de la querella presentada bajo la dirección profesional de la Licda. Campos Acuña, se deben reconocer honorarios por la labor realizada por la profesional mencionada. En éste sentido, incluso partiendo del peor escenario que podría tener la parte querellante y actora civil en un proceso, conforme al artículo 18 párrafo in fine del arancel de honorarios aplicable al caso concreto, que sería precisamente que el resultado de esas acciones fueran adversas a los intereses del cliente y que incluso se le condene al pago de costas, aún así el abogado tendrá derecho a recibir un honorario de al menos el 50 % de los honorarios que se estipulen en el arancel de honorarios, de ahí que en relación al artículo 3 del arancel 32493-J que estipula que el cliente está en la obligación de cancelar al profesional los honorarios correspondientes, independientemente del resultado en sede administrativa o jurisdiccional es que se considera revocar parcialmente el acuerdo tomado en su oportunidad.  Por lo anterior, llevando razón la recurrente, se procede a revocar el acuerdo tomando en cuanto a los honorarios de la Acción Civil y de la Querella, considerando que efectivamente le asiste derecho a la abogada Campos Acuña recibir los honorarios por esas labores profesionales. De ahí que tomando en cuenta que tal y como consta en autos, las partes acordaron un pago mensual sumamente razonable y que al cabo de la culminación de relación cliente- abogada se llegó a cancelar la suma de Un millón ciento diez mil colones por concepto del proceso penal, lo que incluye la querella y la acción civil; por lo que tomando en consideración además la manifestación de la Colegiada Campos Acuña, en el sentido de que se da por satisfecha en sus honorarios profesionales de la parte penal, con el monto recibido hasta la fecha es que esta Comisión de Aranceles, decide recovar el acuerdo anterior y en su defecto fijar los honorarios de la Licda. Campos por concepto de presentación de Acción Civil Resarcitoria y de la querella en la suma mencionada. III.- Ahora bien, con respecto a los otros extremos del recurso de revocatoria, por considerar que el acuerdo tomando en su oportunidad con respecto a los honorarios que le correspondían con respecto a la cesión de derechos se encuentra ajustada a derecho, la misma se mantiene incólume por considerarla fiel reflejo de las probanzas de autos. Únicamente agregando ésta Comisión con respecto a la Protocolización de Piezas, que pretende la Licda. Campos que se le reconozcan sus honorarios y que incluso aporta copia de la misma, lo cierto del caso es que tal aporte de pruebas resulta evidentemente extemporáneo y consecuentemente la decisión de no pronunciarse al respecto se mantiene, pues dicha protocolización de piezas debió presentarse al momento de contestar la presente gestión y cuando el asunto se encontraba en conocimiento inicial de la Comisión de Aranceles.  Bajo el mismo criterio, se declinar conocer la petición de que se le reconozcan horas profesionales, con respecto a las visitas a domicilio que hizo la profesional en la casa de habitación de su cliente. Por tanto: De conformidad con la normativa y hechos citados, se recomienda declarar con lugar parcialmente el Recurso de Revocatoria y en su lugar se revoca el acuerdo tomando en cuanto a los honorarios referidos a la Acción Civil Resarcitoria y de la Querella, considerando que los honorarios profesionales que corresponden a la Licda. Campos Acuña, corresponde los honorarios ya cancelados y recibos de ¢ 1.110. 000 colones. 
SE ACUERDA 2013-23-027 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta de honorarios presentada por la señora Raquel Ramírez Orozco contra la Licda. Xiomara Rebeca Campos Acuña, Expediente número 31-2012.  Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: Considerando: I.- Efectivamente, revisado con detenimiento el Recurso de Revocatoria planteado por la Licda. Campos Acuña, consideramos que el mismo debe ser declarado parcialmente con lugar con respecto a lo que expresamente se indicará y que tiene relación directa con los honorarios referidos a la acción civil resarcitoria y de la querella. II.-Efectivamente consideramos que con independencia del resultado de la acción civil resarcitoria y de la querella presentada bajo la dirección profesional de la Licda. Campos Acuña, se deben reconocer honorarios por la labor realizada por la profesional mencionada. En éste sentido, incluso partiendo del peor escenario que podría tener la parte querellante y actora civil en un proceso, conforme al artículo 18 párrafo in fine del arancel de honorarios aplicable al caso concreto, que sería precisamente que el resultado de esas acciones fueran adversas a los intereses del cliente y que incluso se le condene al pago de costas, aún así el abogado tendrá derecho a recibir un honorario de al menos el 50 % de los honorarios que se estipulen en el arancel de honorarios, de ahí que en relación al artículo 3 del arancel 32493-J que estipula que el cliente está en la obligación de cancelar al profesional los honorarios correspondientes, independientemente del resultado en sede administrativa o jurisdiccional es que se considera revocar parcialmente el acuerdo tomado en su oportunidad.  Por lo anterior, llevando razón la recurrente, se procede a revocar el acuerdo tomando en cuanto a los honorarios de la Acción Civil y de la Querella, considerando que efectivamente le asiste derecho a la abogada Campos Acuña recibir los honorarios por esas labores profesionales. De ahí que tomando en cuenta que tal y como consta en autos, las partes acordaron un pago mensual sumamente razonable y que al cabo de la culminación de relación cliente- abogada se llegó a cancelar la suma de Un millón ciento diez mil colones por concepto del proceso penal, lo que incluye la querella y la acción civil; por lo que tomando en consideración además la manifestación de la Colegiada Campos Acuña, en el sentido de que se da por satisfecha en sus honorarios profesionales de la parte penal, con el monto recibido hasta la fecha es que esta Comisión de Aranceles, decide recovar el acuerdo anterior y en su defecto fijar los honorarios de la Licda. Campos por concepto de presentación de Acción Civil Resarcitoria y de la querella en la suma mencionada. III.- Ahora bien, con respecto a los otros extremos del recurso de revocatoria, por considerar que el acuerdo tomando en su oportunidad con respecto a los honorarios que le correspondían con respecto a la cesión de derechos se encuentra ajustada a derecho, la misma se mantiene incólume por considerarla fiel reflejo de las probanzas de autos. Únicamente agregando ésta Comisión con respecto a la Protocolización de Piezas, que pretende la Licda. Campos que se le reconozcan sus honorarios y que incluso aporta copia de la misma, lo cierto del caso es que tal aporte de pruebas resulta evidentemente extemporáneo y consecuentemente la decisión de no pronunciarse al respecto se mantiene, pues dicha protocolización de piezas debió presentarse al momento de contestar la presente gestión y cuando el asunto se encontraba en conocimiento inicial de la Comisión de Aranceles.  Bajo el mismo criterio, se declinar conocer la petición de que se le reconozcan horas profesionales, con respecto a las visitas a domicilio que hizo la profesional en la casa de habitación de su cliente. Por tanto: De conformidad con la normativa y hechos citados, se recomienda declarar con lugar parcialmente el Recurso de Revocatoria y en su lugar se revoca el acuerdo tomando en cuanto a los honorarios referidos a la Acción Civil Resarcitoria y de la Querella, considerando que los honorarios profesionales que corresponden a la Licda. Campos Acuña, corresponde los honorarios ya cancelados y recibos de ¢ 1.110. 000 colones. Seis votos. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
8.4 Consulta proveniente de la Fiscalía, consulta planteada  por el José Francisco Monge Gutiérrez contra la Lic. Alfredo Francisco Alfaro Sánchez, Expediente número 093-2012 (número de expediente de la fiscalía 412-12). Resultando: El señor denuncia al Lic Alfredo Francisco Alfaro Sánchez, que por recomendación contrata al Lic. Alfaro Sánchez para que tramite el proceso sucesorio de su padre. Que cuenta con un medio hermano que tiene los apellidos de su padre, con quien llevaba en forma conjunta el sucesorio., y asistían juntos donde el abogado, quien les indicó que los trataría bien y les recomienda la vía notarial. Al consultarle sobre costos les indique que no se preocupen y que el Bufete normalmente cobra una tarifa de quinientos mil colones por iniciar un proceso, pero nos indica que por venir recomendados les ayudará cobrando la mitad y la otra mitad después.  Se firma un documento donde se indica que su hermano es albacea, se incluye el bien inmueble, la póliza de vida, fondo de gastos fúnebres, y por último que la distribución de los bienes sería una quinta parte para su medio hermano y las cuatro quintas partes para el denunciante.  Nos explica la necesidad del avalúo y se los ofrece indicandoles que el bufete tiene contactos y que realizarían dos avalúos uno por el monto más cerca del valor fiscal para trámite del proceso y el otro exclusivamente para ellos por si querían vender o hipotecar.  Se le pagó los primeros doscientos cincuenta mil colones por parte del señor Monge Gutiérrez, medainte depósito a la cuenta del denunciado Alfaro Sánchez, de fecha 10 de 06 de 2011. Agrega el señor Monge que de ése pago Lic. Se ha negado a extenderle recibo.  El 25 de agosto de 2011, le deposita en la cuenta del abogado, a su solicitud, los restantes doscientos cincuenta mil colones y cincuenta mil colones para pago de edicto, del cual manifiesta que tampoco se le entrega recibo.  Pagado esto les indica que deben procederse a realizar el avalúo pericial de la casa, del cual los honorarios podrían ascender hasta seiscientos mil colones.   Agrega que después de mucho esfuerzo y con un préstamos consigiguió el dinero y le cobra doscientos cincuenta mil colones por el avalúo los cuales le cancele y le entrega el recibo.  Después de 4 o 5 semanas, el Lic Alfaro le indica que ya estan los avalúos uno por ¢31 millones y otro por ¢67 millones.  Agrega que es éste momento que el abogado le indica que solo faltaba cancelar los gastos de protocolización y el pago de honorarios, lo cual había sido un tema que había omitido, y agrega que los honorarios sería por un monto superior a a ¢6.700.000, menos lo ¢500 mil, le debería aún poco más de ¢602 millones, basándose en el valor real del inmueble.   Posteriormente el Abogado los cita para que firmen unas notificaciones y el abogado les indica que no le parecen los cuestionamientos que se le han hecho, especialmente de parte del denunciante, y que ellos tenía obligación de saber de los costos del proceso. A lo que le indica que de saber el monto jamás habrían empezado el proceso hasta tener al menos un aproximado al monto requerido.  Ante sus dudas y preguntas el  abogado se molestó, y trató de poner en su contra a su hermano Alejandro pretendiendo que éste lo excluya por no contar con los apellidos de su padre por lo que se vio obligado a presentar un proceso de reconocimiento.   Continúa  manifestando que nuevamente le pide al abogado los documentos y recibos, así como un informe de lo realizado para saber lo adeudado, pero se niega y le indica que mi abogado hable con él.    Denuncia la omisión en la información por parte del abogado, su negativa a darle recibos. Y pretende, aquí indicaremos solo lo tocante a la Comisión de aranceles. Que el señor Alverto Alfaro Sanchez renuncia al proceso. Que le entregue toda la documentación.  Que le entrege los recibos así como un informe de gastos.  Que se fijen sus honorarios. Que otro abogado tramite el proceso sucesorio.   Ofrece prueba documental y testimonial. Que el 19 de febrero de 2013, se le concede audiencia al Licenciado Alberto Francisco Alfaro Sánchez, quien contesta indicando que aclara que el señor José Francisco Monge Gutiérez, no es su cliente, no es albacea, ni heredero en el proceso sucesorio tramitado en su notaría. Por lo cual carece de legitimación para pedir cuentas dentro del Sucesorio como en vía administrativa.  Indicando que su cliente es Francisco Alejandro Mora Ortíz. Único heredero declarado y albacea de la Sucesión.  Y agrega que los depósitos realizados por el señor Monge Gutiérrez, fue a nombre y por cuenta de Mora Ortíz.  Que el bien inventariado fue valorado en la suma de ¢67.540.800.00 por lo que los honorarios y trámites del sucesorio serían por la cantidad de ¢5455.559.55 y la protocolización e inscripción de bienes , por gastos y honorarios será por la suma de ¢2.440.763.10   Que el proceso sucesorio concluyó hace meses y solo ha recibido lo que José Monge Gutiérrez le prestó al heredero Francisco Alejandro Mora Ortíz.   Aporta como prueba documental el avalúo y la declaratoria de herederos.  Igualmente solicita dejar sin ningún valor y efecto la denuncia. Considerando. Que partiendo del supuesto de que el único bien inventariado dentro del proceso sucesorio en sede notaria fue valorado en la suma de ¢67.540.800,oo los honorarios del notario por el trámite de la sucesión si estuviere debidamente terminado, ascendería a la suma de ¢5.440.560,oo. Luego, los honorarios de la escritua de adjudicación respecto a ese bien, ascenderían a la suma de ¢837.908,oo. Que es de conformidad con el artículo 3 y 61 del Decreto de Honorarios vigentes, así como el artículo 48 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Eticos del Profesional en Derecho, el profesional debe informar a quien busca sus servicios, del monto de los honorarios.  En éste caso no tiene duda ésta Comisión, con fundamento en la prueba documental aportada por el consultante, que el señor José Francisco Monge Gutiérrez, fue la persona que contrató al Licenciado Alberto Francisco Alfaro Sánchez, para que tramitara el proceso sucesorio del señor Francisco Mora Guevara. El articulo 28 del Capítulo Vl  de los Honorarios Abogado del Arancel vigente dispone: los honorarios correspondientes a los procesos sucesorios  y siendo que en éste asunto se llegó hasta la declaratoria de herederos, se fijan los honorarios en la suma de cuatro millones ochenta mil cuatrocientos veinte colones, que corresponde al setenta y cinco por ciento de la tarifa correspondiente en materia de sucesiones, toda vez que de conformidad con la prueba existente el proceso se llego hasta la declaratoria de herederos. En todo proceso, si el profesional recibe a título de costas personales suma alguna, ésta será rebajada en su totalidad de los honorarios  que deba cubrirsle el clinete por cualquier concepto. ¨Efectivamente, nos contramos ante una disconformidad por parte de la consusltante en relación al cobro de honorarios de proceso sucesorio, consecuentemente para fijar los honorarios que corresponde al Licenciado Alfaro Sánchez, por su labor, debe aplicarse la tarifa respectiva fijada para los procesos sucesorios, conforme se indicó y debe rebajarse a la suma fijada los quinientos mil colones que ya se le cancelaron al profesional. Aclarado lo anterior tenemos que tratándose de Procesos Universales en sede jurisdiccional o en sede notarial, los honorarios serán el el cincuenta por ciento ( 50 % ) de la Tabla General de este Arancel, calculados sobre la totalidad de los bienes y derechos inventariados, incluyendo gananciales.  Para determinar el monto de ese capital, se atenderá al avalúo de los bienes, sin que en ningún caso los honorarios puedan ser inferiores a cien mil colones. En las legalizaciones de créditos los honorarios serán del veinticincinco por ciento ( 25% ) de los procesos ordinarios sobre el monto reclamado “. Con la prueba aportada, considera ésta Comisión que los honorarios que corresponden deben fijarse efectivamnte sobre la cuantía fijada en el correspondiente avalúo pericial, por la suma de ¢67.540.800,00 de colones ( sesenta y siete millones quinientos cuarenta mil ochocientos  colones ). De conformidad con el decreto de hnorarios 20307-J, publicado en la gaceta número 64, de fecha 04 de abril de 2011 y de conformidad con el transitorio  I del Decreto de Honorarios vigente 32493-J se tasan en la suma de cuatro millones ochenta mil cuatrocientos veinte colones.  No se le suma la labor notarial correspondiente a la escritura pública ya que la misma no ha sido realizada, sea la protocolización.  Y siendo que en éste caso, el Lic. Alfaro Sánchez, ya recibio la suma de quinientos mil colones, la suma que es en deberle a dicho profesional por el proceso sucesorio notarial es de tres millones quinientos ochenta mil cuatrocientos veinte colones..    Por tanto: Se evacúa la consulta en el sentido de que los honorarios notariales por la tramitación del  proceso sucesorio de la consulta, una vez que esté debidamente terminando, ascenderían a la cantidad de ¢5.440.560,oo. En cuanto a los honorarios de la escritura de adjudicación, que solo se puede otorgar una vez concluido el proceso, ascenderían a la suma de ¢837.908,oo. Con relación al tema de la condición de heredero del consultante, lo prudente es que recurra al proceso de investigación de paternidad. Finalmente, con relación a los incumplimientos que le atribuye al notario Alfaro Sánchez, ese tema deberá plantearlo en la sede notarial disciplinaria. Se calculan en la forma establecida en el decreto de hnorarios 20307-J, publicado en la gaceta número 64, de fecha 04 de abril de 2011 y de conformidad con el transitorio  I del Decreto de Honorarios vigente 32493-J. En la suma de cuatro millones ochenta mil cuatrocientos veinte colones, menos quinientos mil colones ya recibidos por el proesional consultado, le corresponde un saldo de honorarios por el proceso sucesorio notarial de tres millones quinientos ochenta mil cuatrocientos veinte colones. Queda así contestada la consulta remitida por la Fiscalía del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica.
SE ACUERDA 2013-23-028 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta presentada por la Fiscalía, consulta planteada  por el José Francisco Monge Gutiérrez contra la Lic. Alfredo Francisco Alfaro Sánchez, Expediente número 093-2012 (número de expediente de la fiscalía 412-12).  Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: Considerando. Que partiendo del supuesto de que el único bien inventariado dentro del proceso sucesorio en sede notaria fue valorado en la suma de ¢67.540.800,oo los honorarios del notario por el trámite de la sucesión si estuviere debidamente terminado, ascendería a la suma de ¢5.440.560,oo. Luego, los honorarios de la escritura de adjudicación respecto a ese bien, ascedenderían a la suma de ¢837.908,oo. Que es de conformidad con el artículo 3 y 61 del Decreto de Honorarios vigentes, así como el artículo 48 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Eticos del Profesional en Derecho, el profesional debe informar a quien busca sus servicios, del monto de los honorarios.  En éste caso no tiene duda ésta Comisión, con fundamento en la prueba documental aportada por el consultante, que el señor José Francisco Monge Gutiérrez, fue la persona que contrató al Licenciado Alberto Francisco Alfaro Sánchez, para que tramitara el proceso sucesorio del señor Francisco Mora Guevara. El articulo 28 del Capítulo Vl  de los Honorarios Abogado del Arancel vigente dispone: los honorarios correspondientes a los procesos sucesorios  y siendo que en éste asunto se llegó hasta la declaratoria de herederos, se fijan los honorarios en la suma de cuatro millones ochenta mil cuatrocientos veinte colones, que corresponde al setenta y cinco por ciento de la tarifa correspondiente en materia de sucesiones, toda vez que de conformidad con la prueba existente el proceso se llego hasta la declaratoria de herederos. En todo proceso, si el profesional recibe a título de costas personales suma alguna, ésta será rebajada en su totalidad de los honorarios  que deba cubrirle el cliente por cualquier concepto. ¨Efectivamente, nos encontramos ante una disconformidad por parte de la consultante en relación al cobro de honorarios de proceso sucesorio, consecuentemente para fijar los honorarios que corresponde al Licenciado Alfaro Sánchez, por su labor, debe aplicarse la tarifa respectiva fijada para los procesos sucesorios, conforme se indicó y debe rebajarse a la suma fijada los quinientos mil colones que ya se le cancelaron al profesional. Aclarado lo anterior tenemos que tratándose de Procesos Universales en sede jurisdiccional o en sede notarial, los honorarios serán el el cincuenta por ciento ( 50 % ) de la Tabla General de este Arancel, calculados sobre la totalidad de los bienes y derechos inventariados, incluyendo gananciales.  Para determinar el monto de ese capital, se atenderá al avalúo de los bienes, sin que en ningún caso los honorarios puedan ser inferiores a cien mil colones. En las legalizaciones de créditos los honorarios serán del veinticincinco por ciento ( 25% ) de los procesos ordinarios sobre el monto reclamado “. Con la prueba aportada, considera ésta Comisión que los honorarios que corresponden deben fijarse efectivamnte sobre la cuantía fijada en el correspondiente avalúo pericial, por la suma de ¢67.540.800,00 de colones ( sesenta y siete millones quinientos cuarenta mil ochocientos  colones ). De conformidad con el decreto de honorarios 20307-J, publicado en la gaceta número 64, de fecha 04 de abril de 2011 y de conformidad con el transitorio  I del Decreto de Honorarios vigente 32493-J se tasan en la suma de cuatro millones ochenta mil cuatrocientos veinte colones.  No se le suma la labor notarial correspondiente a la escritura pública ya que la misma no ha sido realizada, sea la protocolización.  Y siendo que en éste caso, el Lic. Alfaro Sánchez, ya recibio la suma de quinientos mil colones, la suma que es en deberle a dicho profesional por el proceso sucesorio notarial es de tres millones quinientos ochenta mil cuatrocientos veinte colones..  Por tanto: Se evacúa la consulta en el sentido de que los honorarios notariales por la tramitación del  proceso sucesorio de la consulta, una vez que esté debidamente terminando, ascenderían a la cantidad de ¢5.440.560,oo. En cuanto a los honorarios de la escritura de adjudicación, que solo se puede otorgar una vez concluido el proceso, ascenderían a la suma de ¢837.908,oo. Con relación al tema de la condición de heredero del consultante, lo prudente es que recurra al proceso de investigación de paternidad. Finalmente, con relación a los incumplimientos que le atribuye al notario Alfaro Sánchez, ese tema deberá plantearlo en la sede notarial disciplinaria. Se calculan en la forma establecida en el decreto de honorarios 20307-J, publicado en la gaceta número 64, de fecha 04 de abril de 2011 y de conformidad con el transitorio  I del Decreto de Honorarios vigente 32493-J. En la suma de cuatro millones ochenta mil cuatrocientos veinte colones, menos quinientos mil colones ya recibidos por el proesional consultado, le corresponde un saldo de honorarios por el proceso sucesorio notarial de tres millones quinientos ochenta mil cuatrocientos veinte colones. Queda así contestada la consulta remitida por la Fiscalía del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. Seis votos. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
ARTICULO 9)  AUDIENCIA AL MAGISTRADO ROLANDO VEGA ROBERT. 
Al ser las diecinueve horas con veintitrés minutos ingresa el Magistrado Rolando Vega Robert, en compañía del Lic. Andrés Méndez Bonilla, Director del Centro de Gestión de Calidad,  para exponer el Proyecto GICA-Justicia Gestión Integral de Calidad y Acreditación. El cual pretende que el Colegio sea un aliado estratégico.
El Mag. Rolando Vega Robert, entre otros aspectos, explica que un Sistema de Gestión de la Calidad es el conjunto de procesos interrelacionados de una organización, por los cuales se planifican y administran de forma ordenada las actividades de la misma, en la búsqueda de la satisfacción de las necesidades y expectativas de las personas usuarias a las que sirve. La calidad se suele definir como el cumplimiento de los requisitos, para la satisfacción de las necesidades de  la persona usuaria. No es determinada por la organización, esta definida por lo requerimientos de las personas usuarias y estos mismos también la califican de acuerdo al servicio que se recibe. -La calidad debe verse como responsabilidad de todos (estructura organizativa). -La calidad debe estar inmersa en cada fase o proceso que interviene en la gestión pública.
Destaca que los objetivos de los Sistemas de Gestión de Calidad:

Objetivo General: Mejorar continuamente la calidad de la gestión mediante el  desarrollo de un Sistema de Gestión de Calidad, conforme a las necesidades de las personas usuarias.

Objetivos Específicos: 
- Mejorar los niveles de satisfacción de la persona usuaria.
-Conformar una cultura de coordinación en la gestión de los servicios.
-Promover la formación e información sobre la calidad y los sistemas de Gestión de calidad.

-Fomentar la estandarización y la documentación de la gestión.
-Desarrollar una cultura de mejora continua.
Los pilares de la calidad: La voz de la persona usuaria, Compromiso Organizacional, trabajo por procesos,  Medición, Evaluación, Mejora continua.
Señala que la acreditación es un reconocimiento emitido por un organismo acreditador, donde se indica que se ha cumplido en la muestra auditada con los requisitos establecidos por alguna norma de sistemas de gestión de calidad.

SINCA-Justicia. Sistema Nacional de Calidad para la Justicia. Creación del Sistema Nacional de Calidad y Acreditación para la Justicia (SINCA-Justicia, Decreto Ejecutivo 35839, 17 de marzo). Se pretende presentar un proyecto de Ley para elevar este Órgano Nacional, a un marco legal. 
Indica que  se creó la Comisión Nacional esta integrada: Corte Plena del Poder Judicial, CONARE, Colegio de Abogados y Abogadas, Defensoría de los Habitantes, INCAE, SINAES, Ministerio de Justicia. Añade que la Comisión cuenta con un grupo de Auditores externos, son quienes van a los Despachos para definir si tiene o no posibilidades de acceder a un certificado oficial de acreditación.  
El SINCA-Justicia es el Órgano nacional oficial de acreditación de los servicios de administración de justicia. Es el responsable de emitir el certificado de acreditación. Este órgano cuenta con un marco legal que define su estructura, funciones y competencias y a la vez garantiza plena independencia de criterio en cuanto a sus decisiones de acreditación.

La acreditación como medio de verificación de la calidad:
-Brinda testimonio hacia las personas usuarias de que se cumple con una normativa de calidad.

-Genera confianza con la persona usuaria.

-Muestra la capacidad de la organización de cumplir con los requerimientos de las personas usuarias.

Creación de un Sistema de Gestión de Calidad: Específico para el sector justicia: Sostenible: de bajo costo. Generado a partir de una política pública de la más alta jerarquía del Poder Judicial. El cual, una vez implementado, evaluado y ajustado, pueda ser replicable de manera gradual en todos los despachos y oficinas judiciales del país y a nivel internacional
Se llevó a cabo: -17 Talleres de Participación Ciudadana, 2000 asistentes. -10 Talleres Internos de Validación. -Taller con Periodistas y medios de comunicación. -Taller de Validación con Expertos Nacionales (INCAE,  Estado de la Nación, Catedráticos, Sociólogos, Politólogos). -Taller con Expertos Internacionales (Colombia, Finlandia, Argentina, España).
Modelo de Gestión de Calidad Basado:
1. Percepción Física: Apariencia y condiciones de las instalaciones físicas, equipos y apariencia del personal.

2. Prestación del Servicio: Habilidad de la institución para brindar el servicio esperado y de forma precisa.

3. Capacidad y Velocidad de Respuesta: Disposición de atender a las necesidades de la persona usuaria y de proporcionar un servicio pronto y oportuno. Los otros dos se refieren a la relación con la persona usuaria externa:

4. Confianza en el sistema: Conocimiento por parte de los/as servidores/as y su habilidad de inspirar confianza sobre lo que están realizando.

5. Enfoque en las necesidades de la persona usuaria: La capacidad de percibir y comprender los requerimientos, mediante la identificación de los mismo.

NORMALIZACIÓN: La normalización es la redacción y aprobación de normas que se establecen para garantizar la calidad de los productos y servicios, con el fin de satisfacer los requerimientos del usuario. Persigue fundamentalmente tres objetivos: Simplificación: Se trata de reducir los modelos quedándose únicamente con los más necesarios. Unificación: Para permitir la intercambiabilidad a nivel internacional. Especificación: Se persigue evitar errores de identificación creando un lenguaje claro y preciso.
Futuras Normas:

· Gobierno Judicial

· Organización de la Oficina Administrativa

· Organización del Ministerio Público

· Organización de la Defensa Pública

· Organización de la Policía Judicial

Modelo del Sistema de Gestión de Calidad
Pilares del Sistema

· Política pública de gestión en el servicio

· Derechos de las personas usuarias

· Enfoque sistémico
Fases del Sistema

· Rediseño

· Acreditación

· Replicabilidad

Ejes transversales

· Buenas prácticas

· Satisfacción de la persona usuaria

· Compromiso organizacional

Sub-fases del rediseño
1. Identificación de trámites y actos procesales

2. Mapeo y Medición

3. Autoevaluación y diagnóstico

4. Implementación del rediseño

5. Control de la gestión

Sub-fases de acreditación
1. Estudio y planificación para implementar la Norma

2. Diagnóstico preliminar de gestores y/o pares

3. Implementación de las oportunidades de mejora

4. Acreditación externa

5. Seguimiento y Control

El Control de la Gestión se basa en los siguientes factores:

-Satisfacción de la persona usuaria

-Cumplimiento de los objetivos del despacho

-Establecimiento de Indicadores de Gestión

-Comunicación al Servidor y la Servidora Judicial
Sistema de Indicadores de Gestión: Cada proceso puede generara datos, y estos datos pueden llegar a ser medibles, y al ser medibles se les puede dar seguimiento. La forma de organizar esos datos se refiere a un Sistema de Indicadores de Gestión que nos permiten visualizar los resultados de las diferentes prácticas de gestión lo que permitirá estar controlando el desarrollo de los procesos.  Es importante que se lleve un registro de todas las mediciones que se obtenga de cada uno de los procesos a lo que se les debe de dar seguimiento, esto ayudara a corregir lo que se este haciendo mal en dado caso no se obtengan los resultados requeridos.
Sostenibilidad-Indicadores de Gestión: -Despachos Judiciales. - Sala Segunda, Corte Suprema de Justicia. -Juzgado de Trabajo de Guápiles. Oficinas Administrativas: -Contraloría de Servicios. -Inspección Judicial
Posteriormente explica el cambio favorable en la gestión de la Sala II.
Acreditación y Re-acreditación
	Sala Segunda Corte Suprema de Justicia
	Acreditado y Re-acreditado

	Juzgado de Violencia Doméstica de Heredia
	Acreditado y Re-Acreditado

	Juzgado de Trabajo de Heredia
	Acreditado y en proceso Re-acreditación

	Juzgado de Seguridad Social
	Acreditado y en proceso Re-acreditación

	Juzgado de Familia, II C. Jud. S.J.
	Acreditado y en proceso Re-acreditación

	Juzgado de Trabajo de Alajuela
	En proceso de Acreditación

	Juzgado de Trabajo de Guápiles
	En proceso de Acreditación

	Juzgado Civil y Trabajo Liberia
	En proceso de Acreditación

	Juzgado Civil y Trabajo Nicoya
	En proceso de Acreditación

	Juzgado Contrav. Pensiones Nicoya
	En Proceso de Acreditación


	Juzgado Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica Liberia
	En proceso de Acreditación

	Juzgado de Trabajo, II Circuito Judicial de San José (Fase oral-electrónica)
	En proceso de Acreditación

	Próximos a Iniciar proceso

	Juzgado de Familia y Penal Juvenil de Guápiles

	Juzgado de Violencia Doméstica de Guápiles

	Pilotos Oficinas Administrativas

	Escuela Judicial

	Contraloría de Servicios San José

	Unidad Administrativa de Alajuela


Se han realizado convenios: Nacionales: -Dirección General de Servicio Civil. -Ministerio de Seguridad. -Colegio de Abogados(as). -Colegio Médicos y Cirujanos. -Ministerio de Justicia (en proceso). Internacionales: Poder Judicial Argentina. -Poder Judicial Honduras. -Poder Judicial de Nicaragua. -España (País Vasco). -Interesados: Poder Judicial, Perú, Paraguay.     -Organizaciones interesadas: National Center for States Courts (NCSC).
Grupo de Calidad en La Justicia. XVI Cumbre Judicial Iberoamericana: El grupo se conformó con 17 países de toda Iberoamérica: Argentina, Colombia, Costa Rica, Honduras, Nicaragua, Panamá, Ecuador, España, Paraguay, Portugal, Uruguay, Perú, Puerto Rico, Cuba, Guatemala, Venezuela y México. Su labor se desarrolló al finalizar la XV Edición de la Cumbre Judicial Iberoamericana y durante todos los Talleres y Reuniones Preparatorias de la XVI Edición de la Cumbre, labor que se llevó a cabo en el transcurso de alrededor de 4 años. Productos aprobados por XVI la Cumbre Judicial Iberoamericana 1. El “Decálogo Iberoamericano para una Justicia de Calidad”: 2. La Red Iberoamericana de Gestión e Investigación para la Calidad de la Justicia (RIGICA-Justicia). La Comisión Iberoamericana de Calidad para la Justicia (CICAJ).
RIGICA-Justicia: Establecer mecanismos de coordinación y colaboración en procura de implementar actividades para la Capacitación y Formación en los Poderes Judiciales Iberoamericanos en el Tema de la Gestión de la Calidad.
CICAJ: Promover la investigación y capacitación sobre temas de Gestión de Calidad en la Justicia, propiciando así la transferencia de conocimientos e Información. Realizará publicaciones y conservará un Banco de Datos sobre Buenas Prácticas. Integrar los Comités o Grupos de Trabajo que se estime necesarios
Destaca que el Colegio de Abogados, puede tener interés en el tema de la capacitación virtual.
Finalmente, el señor Presidente externa agradecimiento al Magistrado Rolando Vega Robert, por la importante presentación. Asimismo, enfatiza disposición en colaborar para que se desarrollen las normas.

Por otra parte, señala la importancia de aplicar dichas normas en la Fiscalía del Colegio. 

Al ser las veintiún horas con veintisiete minutos se da por finalizada la sesión. 
     Dr. Gary Amador Badilla     
                            Licda. Rosibel Jara Velásquez
               Presidente                                                                      Secretaria[image: image1.png]


[image: image2.png]




[image: image4.png]


